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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el Gerente Seccional de la E. P. S. Seguro Social contra el fallo de tutela proferido el cuatro (04) de enero de dos mil seis (2006) por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro del trámite seguido con ocasión de la acción interpuesta por la señora DORA LUZ JARAMILLO en representación de su señora madre, doña CELINA CÓRDOBA DE JARAMILLO.
2.- DEMANDA 

Refirió la actora que interponía la solicitud de amparo en nombre de su progenitora, por cuanto se encontraba en mal estado de salud y por tanto, imposibilitada para ejercer la acción, la cual justifica en el hecho de que a pesar de ser su madre cotizante del Seguro Social desde hacía varios años, no se le había practicado el examen COLONOSCOPIA MÁS POLIPECTOMÍA ENDOSCÓPICA ordenada desde el doce (12) de octubre de dos mil cinco (205), por el médico internista gastroenterólogo que la atendía.

A la fecha de interposición de la demanda, el Seguro se había abstenido de realizar el examen requerido y se veía obligada a acudir al trámite constitucional, ya que se requería el medio de diagnóstico de manera urgente, en especial por la edad avanzada de su madre, por lo que su vida se veía  más afectada. 

Estimó como vulnerado el derecho a la salud y pidió que se ordenara al Seguro Social dispusiera la práctica del examen mencionado, así como las medicinas, tratamiento, transporte a otras ciudades que se requirieran para restablecer el estado de salud de la paciente.
3.- FALLO 

El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional, previa recepción del testimonio de la accionante, estimó  en su fallo que no era de recibo la explicación suministrada por el Seguro Social respecto a no existir los medios en esta capital para la práctica del examen ordenado y que por tanto debía esperarse a que se realizara el respectivo contrato con una entidad de la ciudad de Manizales. Sobre ese tópico, estimó que era clara la jurisprudencia, en cuanto no se podían anteponer trabas de orden administrativo o presupuestal frente a las necesidades de salud de los afiliados a las Empresas Prestadoras de Salud.

Consideró que el estado de la señora MARÍA CELINA CÓRDOBA se veía disminuido con el transcurso del tiempo y que constituía una violación a su derecho de salud que tuviera que esperar a que se realizaran los trámites aludidos por el Seguro, en especial por cuanto el examen había sido ordenado desde hacía más de dos (2) meses. Así las cosas, estimó que era evidente que la señora en mención requería el examen con urgencia, concedió el amparo y dispuso que la E.P.S Estatal iniciara los trámites y gestiones para su realización, dentro de un término máximo de ocho (8) días, así como también que se le prestara el tratamiento integral que su caso demandara. Previó además, que en caso de requerirse el traslado de la paciente a otra ciudad, los gastos del desplazamiento corrieran por cuenta de la entidad accionada, en vista de que no contaba con los recursos económicos para sufragar tal gasto. De todas maneras, dejó a salvo la facultad para que se repitiera contra el FOSYGA, en aras de obtener el pago de lo que no estuviere en principio obligada a cubrir. 

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda impugnó la decisión y en el escrito pertinente muestra su inconformidad en lo relacionado con los gastos de traslado que se ordenó cubrir, dado que de conformidad con el Acuerdo 312 del dos (2) de marzo de dos mil cuatro (2004), sólo es posible pagar tal desplazamiento cuando el paciente se encuentre hospitalizado.

Sobre los demás procedimientos que también se dispuso prestar al Seguro, señala que son hechos inciertos que pueden o no ocurrir, lo cual riñe con la inmediatez que caracteriza a la acción de tutela, por lo cual en ese particular punto carecería de objeto la acción constitucional.

Con tales argumentos, solicita la revocatoria de la sentencia proferida.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

La impugnación hace alusión a dos puntos diversos, sin que se cuestione el fondo del asunto que en sí, es la orden para que se practique el examen clínico que requiere la señora MARÍA CELINA CÓRDOBA DE JARAMILLO, de lo cual se deduce que hay conformidad con lo decidido al respecto. El disenso tiene que ver en primer término con la orden para que cubran los gastos de desplazamiento de la paciente, habida cuenta de no poderse realizar el medio de diagnóstico en esta ciudad, donde reside la paciente. En principio el argumento presentado por el impugnante, tiene fundamento normativo, empero, la posición reiterada de la Corte Constitucional ha sido que no siempre es factible negarse a cubrir tales costos, dado que primero se debe analizar el caso particular, para determinar su procedencia o improcedencia. Al respecto, como ejemplo se transcribe lo dicho en la sentencia T-364 del 08-04-2005 M.P. Clara Inés Vargas Hernández: 

Sobre el tema, esta corporación ha indicado las reglas jurisprudenciales aplicables para la asunción de los costos del transporte de pacientes, criterios que tienen la misma justificación de los utilizados para la inaplicación de las disposiciones del Plan Obligatorio de Salud.  Se parte, inicialmente, de considerar que, de manera general, la normatividad se aplica íntegramente y que el transporte debe ser asumido por el afectado o, en razón del principio de solidaridad consagrado en el artículo 95-2 de la Carta, por su familia.  

Sin embargo, la aplicación del deber de solidaridad no es absoluta.  Existen situaciones en que la entidad prestadora se niega a suministrar los medios para que el paciente acceda al tratamiento, del cual depende la recuperación de su estado de salud y, a la vez, se comprueba de forma objetiva que tanto el usuario como su familia carecen de los recursos económicos suficientes para sufragar el costo del transporte.  En estas circunstancias se abre la posibilidad  que sea el Estado quien financie el traslado, bien por sí mismo o a través de las entidades que prestan el servicio público de atención en salud, ya que, de no garantizarse el traslado del paciente se vulnerarían sus derechos fundamentales al privarlo, en la práctica, de los procedimientos requeridos, cuando de estos depende la conservación de su integridad física y el mantenimiento de la vida en condiciones dignas.  

En virtud de lo anterior esa responsabilidad es trasladada a las entidades promotoras únicamente en los eventos concretos donde se acredite que (i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario.
  

Así las cosas, tenemos que los presupuestos consagrados en la jurisprudencia, se ven materializados en el presente evento, dado que en primer término, el señor Juez del Conocimiento tuvo buen cuidado de establecer la insolvencia económica de la paciente y su entorno familiar, de quienes se sabe que dependen de la pensión que recibe el padre, del orden de $372.000, dinero que obviamente debe ser destinado a financiar los gastos que la supervivencia de la familia requiere. En segundo, es evidente que para poder determinar el estado de salud y por ende el tratamiento a seguir, es indispensable la práctica del examen ordenado, cuya omisión deja al galeno sin armas para determinar el padecimiento de la señora MARÍA CELINA y el posterior tratamiento a aplicar.
En el segundo tópico del recurso, es apenas lógico que se hubiere ordenado la atención integral, dado que la orden de tutela, se encaminó a solucionar lo atinente con el medio de diagnóstico, del cuan necesariamente se pueden desprender otras actuaciones como son programación de citas con especialista, cirugía, medicamentos, etc. Tiene razón el representante del Seguro en afirmar que tales eventos son inciertos, pero adolece de ella, en afirmar que esa circunstancia impida que se disponga por parte del Juez Constitucional el suministro de lo que llegue a necesitar la paciente, dado que sería injusto que ante cada uno de estos eventos, tuviera que acudirse una y otra vez a la acción de tutela, con el consabido desgaste del aparato judicial, ante situaciones que por demás está obligada a cubrir la E. P. S. Estatal, dado que su principal tarea debe ser la atención de sus usuarios. De ahí que no se comprenda la inconformidad expresada con este particular tema.

Son estas las razones por las cuales, se hace necesario confirmar integralmente la decisión adoptada, no sin antes advertir al señor Juez de Primer Grado, que debe ejercer especial vigilancia sobre el cumplimiento de la orden emitida en su fallo, dado que la impugnación, no puede servir de excusa para evadir su cumplimiento, tal como lo disponen los artículos 27 y 31 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela. 
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.

SEGUNDO: Disponer que el señor Juez de primer grado, ejerza especial vigilancia sobre el cumplimiento del fallo en los términos en que fue proferido.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE



VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-900/02 M.P. Alfredo Beltrán Sierra.  En esta decisión se analizaron algunos casos donde los usuarios, al ser remitidos a lugares distintos al de su residencia para la práctica de distintos procedimientos médicos, pretendían que las respectivas EPS asumieran el valor de su transporte, solicitud que fue desestimada por la Corte ante la falta de concurrencia de los requisitos de incapacidad económica del paciente y su familia y conexidad entre el tratamiento y la vida e integridad física del mismo.  Esta regla jurisprudencial también fue utilizada en un caso similar contenido en la Sentencia T-1079/01 M.P. Alfredo Beltrán Sierra.
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